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			Presentación

			En su visión de consolidarse como un referente académico nacional y regional en la formación integral de las personas, la Pontificia Universidad Católica del Perú ha decidido poner a disposición de la comunidad la colección jurídica «Lo Esencial del Derecho».

			El propósito de esta colección es hacer llegar a los estudiantes y profesores de derecho, funcionarios públicos, profesionales dedicados a la práctica privada y público en general, un desarrollo sistemático y actualizado de materias jurídicas vinculadas al derecho público, al derecho privado y a las nuevas especialidades incorporadas por los procesos de la globalización y los cambios tecnológicos.

			La colección consta de cien títulos que se irán publicando a lo largo de varios meses. Los autores son en su mayoría reconocidos profesores de la PUCP y son responsables de los contenidos de sus obras. Las publicaciones no solo tienen calidad académica y claridad expositiva, sino también responden a los retos que en cada materia exige la realidad peruana y respetan los valores humanistas y cristianos que inspiran a nuestra comunidad académica.

			Lo «Esencial del Derecho» también busca establecer en cada materia un común denominador de amplia aceptación y acogida, para contrarrestar y superar las limitaciones de información en la enseñanza y práctica del derecho en nuestro país. 

			Los profesores de la Facultad de Derecho de la PUCP consideran su deber el contribuir a la formación de profesionales conscientes de su compromiso con la sociedad que los acoge y con la realización de la justicia. El proyecto es realizado por la Facultad de Derecho de la PUCP bajo los auspicios del equipo rectoral. 

		

	
		
			Introducción

			El derecho penitenciario es una rama del derecho sobre la cual no abunda literatura académica en el Perú. Ello puede considerarse consecuencia o fiel reflejo de la falta de capacidad que ha mostrado el Estado peruano para estructurar adecuadamente la ejecución de la pena privativa de libertad en nuestro país. A pesar de ello, cabe destacar esfuerzos muy puntuales por modernizar la legislación y la infraestructura penitenciaria, así como por hacer prevalecer los estándares internacionales de derechos humanos en la materia; en este sentido, resaltamos la formulación de políticas penitenciarias que han buscado trazar una ruta crítica frente a los serios retos que enfrenta la realidad del sistema penitenciario peruano. Ciertamente, pocas áreas jurídicas como el derecho penitenciario muestran tan marcadas disonancias entre lo legislado en los códigos y la realidad de lo efectivamente aplicado, en este caso, en las cárceles peruanas.

			El presente texto parte, consecuentemente, desde una perspectiva jurídica y criminológica, teniendo en cuenta la sociedad peruana a la cual va dirigido el corpus normativo al que nos abocamos. El derecho penitenciario, además, es aquel ámbito jurídico penal en el cual se manifiesta de manera más palmaria el imperio que la ley tiene sobre los ciudadanos (el ius puniendi), que afecta un bien tan preciado como es la libertad, configurando así el fondo y la forma de actuación de las instituciones del sistema penal encargadas de ejecutar las decisiones judiciales en dicha materia. 

			En ese sentido, en las siguientes páginas abordaremos los aspectos más relevantes de la legislación penitenciaria desde una perspectiva no solo doctrinaria, sino también aplicada a nuestra realidad. El capítulo 1 describe los antecedentes históricos de lo penitenciario, así como el surgimiento y contenido de una rama que goza desde hace unas décadas de autonomía dentro de las ciencias jurídico-penales. Seguidamente, el capítulo 2 aborda las diferentes clases de penas que encontramos en nuestra legislación, tanto privativas como restrictivas de la libertad y restrictivas de derechos, incluyendo las penas pecuniarias; y también estudia otras consecuencias jurídicas del delito aplicables a personas inimputables, como son las medidas de seguridad.

			El capítulo 3 desarrolla los estándares internacionales en materia penitenciaria, la evolución de la legislación penitenciaria en el Perú y los principios que rigen este corpus normativo, así como los derechos y deberes de los detenidos reconocidos en nuestro ordenamiento jurídico. Luego, el capítulo 4, sobre administración penitenciaria, describe el marco jurídico que regula la organización y el funcionamiento del Instituto Nacional Penitenciario (INPE), las características de los establecimientos penitenciarios que lo conforman, así como las normas de clasificación, régimen, tratamiento y trabajo penitenciario asociados al cumplimiento de los fines de la ejecución de la pena privativa de libertad. 

			El capítulo 5, sobre beneficios penitenciarios, desarrolla el concepto y la naturaleza de estas instituciones, así como la regulación específica en materia de liberación condicional, semilibertad, permisos de salida y demás beneficios comprendidos en la legislación peruana. El capítulo 6 abre la discusión sobre las denominadas «alternativas a la prisión» y los nuevos paradigmas de justicia penal, que han permitido replantear diferentes aspectos de los sistemas penales contemporáneos frente a la crisis de la pena privativa de libertad. Finalmente, el capítulo 7, sobre los desafíos de la política penitenciaria, brinda una reflexión sobre las últimas reformas y orientaciones del sistema penitenciario peruano, así como una propuesta de conceptualización de una «gobernanza carcelaria» que rinde cuenta de nuestra realidad criminológica, así como del resguardo de los derechos fundamentales y valores democráticos en el marco de un Estado de derecho. 

			En esta última línea son destacables los resultados logrados institucionalmente por el INPE a partir de la implementación de las 10 Medidas de Reforma del Sistema Penitenciario aprobadas mediante la resolución ministerial 141-2012-JUS. Posteriormente, en 2017, se dieron algunas normas relevantes, como el decreto legislativo 1328, que fortalece el Sistema Penitenciario Nacional y el Instituto Nacional Penitenciario; y el decreto legislativo 1341, para la Promoción e Implementación de Cárceles Productivas. Finalmente, a través del decreto supremo 011-2020-JUS, se formuló la Política Nacional Penitenciaria al 2030, abarcando los delitos más frecuentes, la aplicación de medidas alternativas, condiciones de infraestructura penitenciaria y atenciones de salud brindadas en el medio penitenciario. Queda pendiente, sin embargo, llevar a la concreción estos y otros puntos de agenda en una planificación normativa e institucional que aún no ha sido formulada y que debería partir del INPE. Dicho marco normativo e institucional, tanto respecto a su diseño como a su puesta en práctica, revelará si persistimos o revertimos la brecha que existe entre nuestros constructos doctrinarios y la realidad que vive la mayoría de las personas privadas de libertad en las cárceles de nuestro país.

			José Luis Pérez Guadalupe 
y Lucía Nuñovero Cisneros

			Junio, 2023

		

	
		
			Capítulo 1. 
Orígenes y contenido

			1. Orígenes del sistema penitenciario

			La existencia de un sistema penitenciario como la respuesta predominante del Estado frente a los delitos, si bien parece provenir de antiguo, en realidad es un fenómeno que data de hace, aproximadamente, doscientos años. 

			En efecto, como señalan Berdugo y Zúñiga (2001), Velásquez (2017) y Sánchez (2014), si bien se encuentran vestigios del uso de la prisión como sanción en el antiguo Egipto, Israel, China imperial y a lo largo de la Edad Antigua, incluyendo las instituciones de derecho romano-germánico, no encontramos referentes históricos de una utilización preferente de la prisión como pena autónoma. De hecho, salvo excepciones de privación de libertad —como la prisión por deudas, los trabajos forzados o la esclavitud—, la prisión en épocas pasadas fue básicamente un lugar de custodia del acusado antes de la ejecución de una pena, que por lo general consistía en la tortura y/o la muerte. 

			Velásquez (2017) y Sánchez (2014) describen el empleo de la prisión durante la Edad Media como una garantía de comparecencia ante los tribunales, existiendo excepciones como la detención pro debito en el derecho medieval o el encarcelamiento de «reos de Estado» en la Torre de Londres a partir del siglo XII, o en la Bastilla de París con Luis XI y, posteriormente, durante las guerras entre protestantes y católicos a partir del siglo XVI. Ahora bien, como parte de la transición entre la Edad Media y la Moderna, surgieron paralelamente una serie de corrientes de pensamiento y transformaciones sociales que explicarían la aparición de «lo penitenciario» tal como lo conocemos hoy en día. Con el pasar de los años, las condenas a trabajos forzados, galeras, trabajo en minas, deportaciones y los modelos de colonización penitenciaria de los siglos XIX y XX —de los cuales resulta emblemática la colonia penitenciaria en Guyana, creada por Napoleón III en 1851— cedieron el paso a la implementación de sistemas penitenciarios y al uso de la pena privativa de libertad como respuesta predominante de la justicia penal tal como la conocemos en nuestros tiempos.

			En primer lugar, a partir del siglo XIV, la crisis del feudalismo en Europa desembocó en cambios demográficos y sociales, de manera tal que olas de migraciones —producto de crisis agrícolas y guerras— acompañaron el crecimiento de las urbes. De esta forma, sobrevino el incremento de poblaciones marginales, junto a una visión política utilitarista con respecto a la mano de obra barata que podía obtenerse de los vagabundos y mendigos en el contexto de una progresiva industrialización. 

			Influyeron en el nacimiento de lo penitenciario, en segundo lugar, el pensamiento liberal de la modernidad, que puso de relieve valores como la autonomía y autodeterminación del individuo —basados en la razón—, que habían impregnado movimientos como el Renacimiento y la Reforma de los siglos XV, XVI y XVII en desmedro del principio de autoridad y la tradición que primaron en épocas anteriores. De esta manera, los pensadores y juristas, progresivamente, contrapusieron el ideal de libertad individual a la existencia de castigos corporales, excesivos y arbitrarios. La pena de muerte empezó a caer en desprestigio, mientras que, dentro del pensamiento ilustrado, una particular combinación de humanismo y utilitarismo en el derecho se tradujo en 1764 en la obra Dei delitti e delle pene, de Cesare Bonesana, marqués de Beccaria. De esta forma, mientras que el Estado moderno proveía de un sistema capaz de asumir instituciones penitenciarias y se consolidaba el derecho penal como derecho de carácter público, Beccaria postuló la aplicación racional, proporcional y precisa de las penas, acorde con las finalidades de prevención especial —sancionar para que el delincuente no reincida— y general —sancionar para que el resto de la población no imite las conductas nocivas de los delincuentes—. También propugnó la prontitud y el efectivo cumplimiento de las penas —sin los cuales de nada servía el rigor de las mismas—, considerando necesaria, por ello, la existencia de la prisión preventiva como medida de coerción (Velásquez, 2017; Sánchez Sánchez, 2014). 

			Finalmente, a partir del siglo XVI también resurgió la tradición eclesiástica, que sumada a una dogmática protestante dio lugar al denominado «correccionalismo». Este recibió el influjo de una moral calvinista centrada en la redención del alma a través del sacrificio personal y el trabajo, así como en el ideal de llegar a un arrepentimiento contrito —o, al menos, atrito— del culpable a través de una meditación solitaria. De hecho, una nueva concepción religiosa de la «expiación de la culpa» permitió que la noción del «castigo», antes centrado en la tortura o la muerte, evolucionara hacia una noción centrada en la expiación por medio de la reeducación y el trabajo en los centros de reclusión. 

			Esta serie de procesos explican que, como han reseñado Velásquez (2017) y Sánchez (2014), a partir de la segunda mitad del siglo XVI surjan en Inglaterra, Holanda, Alemania y Suiza las denominadas «casas de corrección», principalmente para albergar vagabundos, indigentes, prostitutas y menesterosos que empezaban a deambular por las nuevas urbes europeas, siendo la primera de estas la House of Correction de Bridowel (Londres), fundada en 1552. Posteriormente, esa visión «correccionalista» fue rápidamente asociada al trabajo, el castigo corporal, la instrucción y la asistencia religiosa, de manera que, sobrepasando lo asistencial, las «casas de corrección» adoptaron el carácter de «casas de trabajo». En Ámsterdam, se creó la prisión de Rasphuis en 1596, en la que los reclusos se dedicaban al raspado de madera; así como la prisión de Spinhuis en 1597, provista de una hilandería para mujeres, las cuales mostraban el interés de sus fundadores en aprovechar la mano de obra barata en fases tempranas de la industrialización para, de esta manera, generar cierta disciplina laboral en la población.

			Muchos de los establecimientos surgidos en esta época fueron visitados por John Howard, quien documentó la problemática carcelaria de ese entonces a través de su obra The State of the Prisons in England and Wales, de 1777, cuyas posteriores ediciones incluyeron visitas a prisiones no solamente de Inglaterra, sino de todo Europa. Howard denunció el hacinamiento y la ociosidad encontrada en dichos lugares, abogando por un encierro de acuerdo con criterios de humanidad, sencillez, higiene, economía y decoro, bajo el principio de que el trabajo y la instrucción deberían ser obligatorios; también indicó que debían ofrecerse posibilidades de acortamiento de condenas y certificados de conducta. En 1783, Howard visitó el Correccional de San Fernando, uno de los primeros ejemplos tendientes a la reinserción de los penados en España, dirigido por Pablo de Olavide, el cual se destacó por su disciplina interna y organización.

			Posteriormente, como sugiere Velásquez (2017), el mismo espíritu humanista y utilitarista de Beccaria y Howard se vio plasmado en la obra Panopticon; or, the Inspection-House, de Jeremy Benthan (1791), a través de la cual propuso un modelo de establecimiento penitenciario (EP) circular de varios pisos, provisto de vigilancia a través de una torre de inspección central, para una reclusión segura, eficaz y económica. Así, a la búsqueda de la reforma moral, buena conducta y aptitud para la subsistencia de los penados se añadió una preocupación por mejorar las edificaciones y diseñar una arquitectura original con formas radiales, más apta para los programas propuestos, que, sin embargo, era bastante costosa en su aplicación. 

			De esta manera, a partir del siglo XVIII la pena de prisión ya tenía sus características definitorias. Por primera vez se concebía como una pena en sí misma —y no solo como una especie de «antesala» para una pena mayor—, impuesta a través de tribunales públicos sometidos a un principio de legalidad y a través de modelos de prisión que constituían una preocupación pública tanto para la necesaria humanización como para fines utilitaristas. En consecuencia, a comienzos del siglo XIX se originan los grandes sistemas penitenciarios, entre los cuales Berdugo y Zúñiga (2001), a la par de Mir Puig (2018), destacan: a) el sistema filadélfico, b) el sistema auburniano, c) los sistemas progresivos y d) el sistema reformador. 

			El sistema filadélfico, también llamado pensilvánico o celular, surgió alrededor de 1776 con la prisión de Walnut Street en Filadelfia, colonia del movimiento religioso de los cuáqueros, donde se pusieron en práctica las propuestas formuladas en 1682 por su fundador y líder Guillermo Penn. Consistió en una prisión de aislamiento celular completo con prohibición de visitas de familiares o amigos; es decir, una prisión en la cual los reclusos pasaban día y noche solos en sus celdas sin otra actividad que la lectura de la Biblia y el trabajo. Se evitaba el contacto entre reos, la indisciplina y las evasiones, y de hecho mejoraron las condiciones y la higiene; no obstante, se incrementaron los costos —al requerirse celdas individuales—, así como el deterioro mental y los casos de suicidio de reclusos. A pesar de su posterior abandono en Norteamérica, se implantó en Inglaterra, Bélgica, Francia y otros países de Europa. Posteriormente, Enrico Ferri catalogó el sistema celular como «[…] una de las aberraciones del siglo XIX […]» en la conferencia «Lavoro e celli dei condenati», de 1885 (como se cita en Sánchez Sánchez, 2014, p. 160).

			El sistema auburniano, por su parte, surgió en Auburn (estado de Nueva York) alrededor de 1823. Ya no provenía de un sustrato de corte religioso, sino de una visión mercantilista que privilegiaba la productividad. Por ello, se caracterizó por el aislamiento celular nocturno combinado con trabajo comunitario diurno en tareas industriales, canteras vecinas, etc., aunque bajo reglas de silencio absoluto —frente a las que los reclusos desarrollaban códigos y lenguajes de pequeños golpes en las paredes—. Si bien la organización del trabajo abarató costos e hizo el encierro más soportable para los penados, el régimen prohibía visitas y permitía castigos corporales, generando también desadaptación social. Este sistema fue implantado en la mayoría de las prisiones norteamericanas, en el marco de la predominancia de valores como la disciplina y la productividad. 

			Por su parte, los sistemas progresivos fueron los más utilizados en Europa durante los siglos XIX y XX, y se caracterizaron por dividir la pena impuesta en etapas y por disminuir la intensidad de esta en las últimas fases, así como por reducir la duración de la condena, obteniendo el penado mayor libertad progresivamente a consecuencia de su buena conducta y trabajo. Entre estos se encuentra el sistema de Maconochie, aplicado en la colonia inglesa de Australia a partir de 1840. Este sistema establecía un número de boletas (mark system) que el penado necesitaba para su libertad, de acuerdo con la gravedad del delito cometido y la pena impuesta. El recluso obtenía una especie de salario por su trabajo y buena conducta, debiendo hacerse cargo de su manutención, pero también recibía sanciones por cometer faltas. De una primera etapa de aislamiento celular, pasaba a una segunda de trabajo en común y en silencio, y luego a una tercera etapa de libertad condicional o con restricciones, hasta alcanzar la libertad definitiva. 

			Otro sistema similar fue el de Obermayer, implementado por el director de la prisión de Múnich, que implicaba tres etapas, de acuerdo también a una observación de la personalidad y el agrupamiento de detenidos en colectivos heterogéneos para crear un clima de reincorporación a la sociedad. En mérito al trabajo y la buena conducta, este sistema permitía acortar las penas hasta en una tercera parte. El sistema de Crofton, impuesto en las prisiones de Irlanda hacia 1854, más bien se caracterizó por una disciplina atenuada, y por permitir mayor comunicación y trato con población libre. Este sistema implicaba cuatro periodos, desde la reclusión celular diurna y nocturna, y el encierro de tipo auburniano, hasta el trabajo al exterior en tareas agrícolas y la libertad condicionada a reglas.

			Finalmente, destaca entre los sistemas progresivos el de Montesinos, director del presidio de Valencia desde 1834, que contaba con una primera etapa —llamada «de los hierros»— en la cual el penado realizaba tareas al interior del establecimiento sujeto a una cadena; una segunda etapa de trabajo capacitado y remunerado en talleres, con descanso y visita de familiares; y, finalmente, una tercera etapa de trabajo en el exterior de forma continuada. Entre sus inconvenientes destacaba el contacto que se mantenía entre diversos detenidos, que podía resultar más bien criminógeno. Este fue implantado en toda España a través del real decreto del 3 de junio de 1901 bajo el nombre de «sistema progresivo irlandés». De hecho, es gracias a los sistemas progresivos que se introduce la «liberación condicional» en muchos países, constituyéndose en la antesala de lo que se conoce actualmente como «tratamiento penitenciario individualizado», en sintonía con una aproximación científica a lo penitenciario por parte de psicólogos, criminólogos, etc., que ha predominado en las últimas décadas del siglo XX.

			Por último, como han destacado Sánchez (2014) y Berdugo y Zúñiga (2001), otro de los primeros sistemas penitenciarios fue el sistema reformador o de Brockway-Elmira, que era similar al progresivo —aunque dirigido especialmente a jóvenes— y consideraba necesario distinguir a los primarios de los reincidentes y a los jóvenes de los adultos. Fue utilizado por primera vez en Elmira (estado de Nueva York) en 1876 con jóvenes primarios, teniendo sus antecedentes en la colonia penitenciaria de Mettray, diseñada para trabajo agrícola y vida comunitaria en grupos. Este sistema implicaba etapas, así como la aplicación de penas indeterminadas —sin plazo de término—. A través de una clasificación rigurosa, ejercicio físico y trabajo en talleres o en el campo, los reclusos iban evolucionando o involucionando en grados según su conducta, siendo posible que al final accedieran a una libertad bajo palabra. Fue también criticado por su severa disciplina y por emplear castigos corporales.

			América Latina no fue ajena a la emergencia de sistemas penitenciarios como parte de un intento por «modernizar sociedades periféricas», de manera que como refiere Aguirre (1996), en 1834 se fundó la Casa de Correção de Río de Janeiro, en Brasil. En el Perú, José de San Martín visitó las cárceles durante su Protectorado y ordenó demoler los infiernillos, que eran unos calabozos subterráneos donde se imponían castigos físicos severos, con presos que terminaban muertos y enterrados en el mismo lugar. Asimismo, el marqués de Torre Tagle promulgó la primera norma reguladora de contenido penitenciario. Posteriormente, a mediados del siglo XIX, una retórica de reforma y redención también fue adoptada por los expertos y políticos peruanos, de manera que en 1862 se inauguró la Penitenciaría de Lima, también llamada el Panóptico de Lima, derivado del prototipo de Bentham. 

			Aguirre señala que este fue un encargo que hizo el presidente Echenique a Mariano Felipe Paz Soldán, para lo cual este último visitó diferentes modelos de prisión en Estados Unidos, recomendando para el Perú la aplicación del modelo auburniano como símbolo de la vanguardia penológica y de orden después de un periodo de caudillismo. Asimismo, al respecto, Paz Soldán señaló que la rehabilitación era más fácil entre semejantes y que el régimen celular no tendría efecto punitivo sobre los indios, más bien proclives al aislamiento, la soledad y la indolencia innatas. Con todo, en 1866 el Panóptico sobrepasó su capacidad y al año siguiente fallecieron 25 reclusos —muchos por tuberculosis— y se produjo un motín, hechos que marcaron el fracaso de la importación de ese modelo al Perú, a pesar de lo cual el Panóptico de Lima continuó funcionando por más de un siglo (Aguirre, 1996, 2019). 

			Hasta este punto, podríamos preguntarnos: ¿por qué no surgió antes el sistema penitenciario de privación de libertad como una pena generalizada, tal como lo conocemos hoy? Y una de las respuestas iniciales que podríamos ensayar es que la libertad no siempre fue un bien o un derecho universal. En contextos pasados, no todos gozaban —de iure o de facto— del «derecho a ser libres»; por eso, no se le podía privar a alguien —aunque fuera como un castigo del Estado— de algo que no poseía en la práctica. Es decir, no se podía privar de la libertad a una persona que no era totalmente libre. Efectivamente, en otras épocas, ni siquiera la vida tenía el valor de un derecho universal y menos aún la libertad, razón por la que los «castigos» se centraban en la tortura, el destierro y hasta en la muerte, como hemos mencionado. 

			Con el influjo de la Revolución francesa, la relación de los individuos con el Estado cambió; no obstante, muchas autoridades locales y hasta personas particulares —grandes hacendados o gobiernos totalitarios, por ejemplo— conservaron supuestos «derechos» sobre la vida y la muerte de otras personas bajo normas sociales o leyes muy «particulares» que iban contra el más elemental concepto de ética universal. El caso más claro es la prohibición de la esclavitud, que en la mayoría de los países de Occidente se dio a lo largo del siglo XIX, pero que no fue respetada en su totalidad. Es recién cuando surgen las repúblicas y se adopta de manera más extendida la democracia como sistema de gobierno que la esclavitud se proscribe explícitamente, por más que muchos países la hayan mantenido de facto hasta muy entrado el siglo XX. Como se sabe, actualmente la esclavitud en todas sus formas constituye uno de los más graves delitos, según las leyes y tratados internacionales.

			2. Concepto y contenido

			Si «lo penitenciario» hace referencia a aquellas penas privativas de libertad inspiradas en el sentido de la expiación reformadora del correccionalismo al que hemos hecho alusión previamente, el derecho penitenciario, como señalan Berdugo y Zúñiga, puede entenderse como «[…] aquel conjunto de normas jurídicas reguladoras de la ejecución de las penas y medidas privativas de libertad» (2001, p. 107). En efecto, también Mir Puig (2017) y otros desde la doctrina española han coincidido con esta definición, que proviene de García Valdez (1982) y el nacimiento de la Ley Orgánica General Penitenciaria Española 1/1979 del 26 de setiembre. No obstante, de cara a los cambios normativos de los últimos tiempos, autores como Giménez Salinas (1995) y Cervelló (2016) consideran como objeto del derecho penitenciario no solamente la regulación de la pena privativa de libertad y las medidas de seguridad, sino también la regulación de las instituciones poscarcelarias e, incluso, las alternativas a la prisión u otro tipo de penas.

			Ciertamente, Cervelló (2016) ha señalado que dadas las condiciones en las que normalmente se cumple la privación de libertad, esta presenta unas características y complejidad especiales, requiriendo una regulación propia e independiente del resto de penas. Asimismo, por razones organizativas, de seguridad jurídica o por las circunstancias fácticas de la ejecución de la pena de prisión, dicha regulación, con el paso del tiempo, también abarca otras figuras penales que constituyen similares consecuencias jurídicas del delito, como las medidas de seguridad o de internamiento, las penas de servicio comunitario, la localización permanente —también llamada «vigilancia electrónica personal»—, etc.

			Detrás de dicho debate se encuentra la idea de que el derecho de ejecución penal sí englobaría la ejecución de todo tipo de penas, a diferencia del derecho penitenciario —limitado estrictamente a lo penitenciario—, tal como postuló Cuello Calón en su momento, cuestionando inclusive la autonomía de este último al regular materias administrativas y procesales (Berdugo & Zúñiga, 2001). 

			En la práctica, en España, por ejemplo, la Ley Orgánica General Penitenciaria de 1979, en consonancia con las atribuciones del juez de vigilancia penitenciaria, regula, además de la pena privativa de libertad, figuras como las medidas de trabajo comunitario, la vigilancia electrónica, las penas suspendidas, etc., por lo que han surgido visiones cada vez menos rígidas o restrictivas del derecho penitenciario. Este último, además, adquirió preponderancia sobre el derecho de ejecución penal en las últimas décadas. 

			En el Perú, el artículo I del Código de Ejecución Penal (CEP), aprobado mediante Decreto Legislativo 654, del 31 de julio de 1991 establece como ámbito de aplicación de dicho Código la ejecución de la pena privativa de libertad, así como las penas restrictivas de libertad, las penas limitativas de derechos y las medidas de seguridad, excluyendo sin embargo la ejecución de otro tipo de penas, como las multas. De esta manera, en consonancia con nuestro ordenamiento jurídico, es posible adscribir a un concepto menos restrictivo del derecho penitenciario y definirlo, siguiendo a Cervelló, como «[…] el conjunto de normas jurídicas que regulan la ejecución de todas las sanciones privativas de la libertad, sean penas o medidas de seguridad» (2016, p. 24). 

			3. Autonomía y relación con otras disciplinas

			El italiano Giovanni Novelli fue el primero en reivindicar la necesidad de una visión cohesionada de la problemática del derecho penitenciario, en mérito a la unidad que revestía la materia, la especialidad de sus principios, su complejidad y la eficacia requerida en su aplicación, idea que fue proclamada en el III Congreso Internacional de Derecho Penal, celebrado en Palermo en 1932 (Mapelli Caffarena, 1986). Hoy en día, existe un consenso mayoritario en torno a la autonomía disciplinaria que detenta el derecho penitenciario como consecuencia del carácter central que revisten las penas privativas de libertad en el sistema de penas y en el ordenamiento jurídico penal de la mayoría de los países (Berdugo & Zúñiga, 2001). Ahora bien, como señala Mir Puig (2018) siguiendo a García Valdés (1982), en rigor, dicha autonomía se justifica por la existencia de fuentes que le son propias, así como de un objeto de conocimiento científico definido y, en muchos casos, de una jurisdicción propia. 

			En efecto, entre las fuentes propias del derecho penitenciario se encuentran legislaciones especializadas y cuerpos normativos como la Prison Act de 1877, que unificó los regímenes penitenciarios de Reino Unido y cuya última versión data de 1956; o la Ordenanza General de Presidios Civiles del Reino de 1834, que luego se tradujo en la Ley Orgánica General Penitenciaria de 1979, que regula la materia en España. En el Perú, destaca la expedición del decreto ley 17581, sobre Unidad de Normas para la Ejecución de Sentencias Condenatorias, de 1960, así como el CEP de 1985, que posteriormente se vio reemplazado por el CEP vigente, aprobado mediante el decreto legislativo 654 en 1991. 

			Como se ha señalado, la conveniencia de sistematizar las normas legales referentes a lo penitenciario en un cuerpo legal único adquirió mayor consenso tras el Congreso Internacional de Derecho Penal de 1932, celebrado en Palermo, de manera que dichas codificaciones se han venido realizando en diversos países, brindando unificación, sistematicidad y seguridad jurídica para la regulación de las condiciones en las cuales se grava uno de los más importantes derechos del ciudadano: el derecho a la libertad. Como señalan Berdugo y Zúñiga (2001), las directivas y resoluciones que emanan de la administración penitenciaria, así como la jurisprudencia de tribunales constitucionales y tribunales internacionales de derechos humanos que versan sobre la materia, son también fuentes normativas propias del derecho penitenciario.

			Por último, cabe resaltar la existencia en diversos ordenamientos de una figura judicial específica para supervisar la ejecución de la pena privativa de libertad, salvaguardar los derechos de los reclusos y prevenir los abusos que puedan producirse en el particular contexto de lo penitenciario. Dicha especialización judicial es consecuencia del principio de intervención judicial, en virtud del cual la actuación de la administración penitenciaria queda limitada por el control de legalidad que ejercen jueces y tribunales. 

			Así, la creación de judicaturas especializadas en materia penitenciaria se dio primeramente en países como Italia (Giudize de Sorveglianza) en 1930, Francia (juge de l’application des peines) en 1958 y España (juez de vigilancia penitenciaria) en 1979. En América Latina, a manera de ejemplo, podemos destacar que Brasil cuenta con la figura del Juiz de execução penal, cuyas funciones están establecidas en la Lei de Execução Penal de 1984; y que Colombia cuenta con el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, de acuerdo con el Código Penitenciario y Carcelario de 1993, modificado por el decreto 2636 de 2004. 

			En el caso del Perú, la figura del juez de ejecución penal tuvo una muy corta vigencia, introduciéndose a través del CEP de 1985 para luego ser derogada con el Código de 1991, supuestamente, por no haber logrado la finalidad para la que fue concebida —aunque, en realidad, nunca tuvo una adecuada implementación—. En consecuencia, el actual Código Procesal Penal del 2004 atribuye al juez penal el control de la ejecución de las penas en el sistema jurídico peruano.

			En cuanto a la autonomía del derecho penitenciario, Berdugo y Zúñiga (2001), siguiendo a Cuello Calón (1975), señalan que este forma parte de la penología, disciplina que estudia los diversos medios de represión y prevención directa del delito —las penas y medidas de seguridad—, sus métodos de aplicación y la actuación pospenitenciaria. 

			Ahora bien, como parte de las discusiones a propósito del surgimiento y la autonomía del derecho penitenciario, otros autores equiparaban la penología a las ciencias penitenciarias; mientras que otros las relacionaban en términos de género-especie, entendiendo a las ciencias penitenciarias como la rama de la penología que examinaba no la generalidad de penas, sino el cumplimiento y la ejecución de la pena privativa de libertad (García Pablós, 2007). 

			De otra parte, cabe señalar que las ciencias penitenciarias alcanzaron un notable desarrollo durante el siglo XIX, considerando aquella línea de investigación centrada en adecuar la ejecución penal a la finalidad asignada a la pena privativa de libertad —y, por ende, como disciplina de base para el derecho penitenciario—; mientras que se atribuía a la criminología el hacer lo propio con respecto al derecho penal (Mapelli Caffarena, 1986). No obstante, desde finales del siglo XIX, como señala García Pablós (2007), la penología se identifica como parte de la «criminología», inclusión que predominó entre los especialistas, aunque no exenta de ciertos cuestionamientos, primeramente, en la tradición angloamericana. De esta manera, la mayoría de las escuelas de criminología incluyen actualmente como parte de su objeto de estudio a la penología y su aproximación multidisciplinaria, los mecanismos de prevención y aplicación de penas a los delincuentes, así como el estudio de la gestión de cárceles y la actuación pospenitenciaria. 

			En consecuencia, en la actualidad, la criminología, provista de un carácter multidisciplinario y empírico, y en particular su acápite penológico, provee el conocimiento sobre la realidad penitenciaria, la influencia del medio carcelario sobre el recluso, y demás situaciones que permiten diseñar mejores estrategias de intervención y aportes de trascendencia para el desarrollo normativo del derecho penitenciario. 

			Por eso, dentro de la criminología podemos encontrar los trabajos de Donald Clemmer (1940), Gresham Sykes (1958), Donald Cressey (1961); y, más contemporáneamente, de Elías Carranza (2001) y Pérez Guadalupe (1994 y 2000) en América Latina, y de Nils Christie (1984) en Europa o de Ben Crewe (2009) en Reino Unido. Efectivamente, el desarrollo de conceptos como el de «prisonización», «presonización» y «(sub)cultura carcelaria», así como la evaluación de programas de reeducación o reinserción social, al igual que los estudios de arquitectura penitenciaria y de factores de riesgo de reincidencia delictiva, entre otros temas contemporáneos, son materias de investigación criminológica que demuestran la necesidad de la intervención de criminólogos en la ejecución penitenciaria.

			Otro tema interesante ha sido el cuestionamiento a la autonomía del derecho penitenciario por parte de aquellos que, como Cuello Calón, le achacaban el encontrarse conformado por normas de derecho penal, derecho procesal penal y derecho administrativo (Berdugo & Zúñiga, 2001). De otro lado se encuentran autores como Mir Puig (2018), que han reconocido la estrecha conexión que existe entre el derecho penitenciario y las referidas ramas del derecho público sin restarle autonomía.

			En primer lugar, el derecho penal se vincula con el derecho penitenciario al regular las clases de penas privativas de libertad y su duración, así como las reglas para la aplicación de las mismas; mientras el segundo regula la parte fundamental de la ejecución de estas penas a nivel penitenciario, tal como apunta Cervelló (2016). Ahora bien, como ha destacado Mir Puig (2018), aún se encuentran en la legislación sustantiva aspectos de derecho penitenciario; por ejemplo, el establecimiento de restricciones a figuras de excarcelación, lo cual para algunos autores conlleva el riesgo de adelantar decisiones sobre figuras penitenciarias que deben ser analizadas desde la perspectiva de la individualización de la pena y no de la objetividad del delito, cuestión que tiende a ocurrir también en el ordenamiento jurídico peruano.

			En segundo lugar, el derecho procesal penal, al regular la actividad jurisdiccional y el proceso de aplicación de las penas, fundamenta decisiones que podrán ser ejecutadas por el derecho penitenciario —por ejemplo, resoluciones sobre detenciones preventivas—. Por otra parte, el cumplimiento de las condenas se ejecuta bajo supervisión de los órganos judiciales, de manera que el contenido procesal de las reclamaciones y los recursos que pueden interponer los detenidos a nivel judicial es un aspecto muy importante que forma parte del derecho penitenciario.

			Finalmente, Mir Puig (2018) coincide con Cervelló (2016) en poner énfasis en que la administración penitenciaria está regida básicamente por normas de derecho administrativo, al ser esta parte de la Administración pública. En consecuencia, el funcionamiento y la organización interna de los centros penitenciarios tiene naturaleza administrativa, lo cual se materializa en el desarrollo reglamentario de circulares, directivas, etc., sobre materias diversas como la inspección de establecimientos penitenciarios, los traslados y el funcionamiento de servicios, entre otras. De igual manera, el personal de las instituciones penitenciarias forma parte de la función pública. 

			En particular, el derecho administrativo se implementa a través de una manifestación específica, que consiste en una «relación de sujeción especial» que conlleva derechos y deberes recíprocos entre internos y administración penitenciaria. Asimismo, entre los ámbitos paradigmáticos de derecho penitenciario se encuentra el régimen disciplinario, que materialmente corresponde al derecho administrativo sancionador, al que se aplica de forma modulable el sistema de garantías del derecho penal (Mir Puig, 2018).

			4. Preguntas

			
				
					
				
				
					
							
							1. ¿Qué procesos históricos explican el surgimiento de los sistemas penitenciarios? 

							2. ¿Cuáles fueron los «modelos» de sistemas penitenciarios que surgieron durante el siglo XIX? 

							3. ¿De qué se ocupa el derecho penitenciario en la actualidad? 

							4. ¿Qué aspectos justifican la autonomía del derecho penitenciario? 

							5. ¿Cuál es su relación con la penología?
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